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En una reunión, un ge-
rente general señaló que 
no necesitaban políticas de 
cumplimiento, ya que en 
su empresa “todos eran de 
confianza”. Esa afirmación 
evidenció que, en muchos 
contextos, el concepto de 
cumplimiento sigue siendo 
percibido como algo ajeno 
o incomprensible.

La verdad es que si no 
somos capaces de explicar 
qué es, como si estuviéra-
mos hablándole a un niño 
de 12 años, no vamos a lo-
grar implementarlo en nin-
guna parte.

El cumplimiento no es un 
asunto complejo. Consis-
te en establecer controles 
que eviten que la empresa 
o sus trabajadores incurran 
en conductas que generen 
responsabilidades. Es pre-
vención, protección y ges-
tión responsable del riesgo. 
Equivale a instalar rejas no 
por la certeza de un robo, 
sino por la necesidad de 
evitar que ocurra. También 
implica resguardar a quie-

nes forman parte de la or-
ganización.

Pero seguimos usando 
palabras rebuscadas. Ha-
blamos de matrices, mode-
los, ISO, canales, reportabi-
lidad. ¿Quién entiende eso 
realmente? Si una empresa 
es pequeña, familiar o re-
cién está partiendo, es aún 
peor. Les hablamos de com-
pliance y sienten que no les 
aplica, que es para bancos o 
multinacionales. Así perde-
mos la oportunidad.

Después nos pregunta-
mos por qué explotan casos 
como el de las fundaciones, 
Primus, o funcionarios con 
11 contratos públicos si-
multáneos. Nos escanda-
lizamos, pero no hacemos 
nada. Mientras tanto, segui-
mos creyendo que “cumplir 
la ley” es suficiente. Spoiler, 
no lo es.

El compliance no es para 
cumplir con el check list ni 
para mostrarlo en la página 
web. Es una forma de tomar 
en serio la gestión. De anti-
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Por décadas, el Poder Judi-
cial fue visto como el menos 
político y peligroso de los tres 
poderes del Estado. Ya los pa-
dres del constitucionalismo 
norteamericano, desde sus 
primeros tiempos, entendie-
ron que este poder —al no 
depender de ciclos electora-
les ni estar expuesto a las pa-
siones del momento— podía 
actuar como el garante más 
confiable de las libertades de 
los ciudadanos. Bajo el prin-
cipio clásico de separación 
de poderes, el judicial debía 
ejercer sus funciones con im-
parcialidad, independencia y 
un sólido conocimiento técni-
co jurídico, lo que lo convertía 
en el principal dique de con-
tención frente a los excesos 
del poder político y económi-
co.

En una democracia basada 
en el Estado de Derecho, los 
jueces no son meros intér-
pretes técnicos de normas. 
Son, ante todo, protectores 
de derechos fundamentales 
y árbitros de última instancia. 
Cuando todo lo demás falla 
—cuando el poder ejecuti-
vo se extralimita o aparecen 
abusos a los más débiles— 
es el poder judicial el que 
debe restituir el equilibrio y 
reparar el daño. Por ello, su 
legitimidad no solo se mide 
en sentencias, sino en la con-
fianza ciudadana que debe 
ser el reflejo de su integridad, 
imparcialidad y profesiona-
lismo.

Por eso, lo que hemos vivi-
do en Chile en los últimos dos 
años resulta particularmente 
grave. No hablamos aquí de 
simples hechos aislados ni 
de errores administrativos. 
Hablamos de corrupción: trá-
fico de influencias, sospechas 
de manipulación en los siste-
mas de asignación de causas 
y vínculos indebidos entre 
abogados poderosos, jueces 
de tribunales superiores y 
funcionarios públicos. Habla-
mos del “Caso Audios”, del 
bochorno institucional que 
supuso la destitución de la 
ministra de la Corte Suprema 
Ángela Vivanco, de la caída 
del exministro Sergio Muñoz 
y de la liberación inexplicable 
de un imputado por sicariato 
vinculado al crimen organi-
zado transnacional. A estos 
hechos se suman casos insó-

litos, como el uso de licencias 
médicas fraudulentas por 
parte de jueces y funciona-
rios judiciales para viajar al 
extranjero, conducta que no 
solo transgrede deberes bá-
sicos de probidad, sino que 
daña severamente la imagen 
pública del Poder Judicial y 
erosiona la confianza ciuda-
dana en su integridad.

La pregunta que la ciuda-
danía tiene derecho a formu-
larse es inevitable: ¿estamos 
ante una crisis del Poder Ju-
dicial chileno? La respuesta 
debe ser cuidadosamente 
matizada, pero no ambigua. 
No se trata de una crisis ge-
neralizada que afecta a todos 
los jueces, muchos de los cua-
les siguen desempeñando su 
trabajo con independencia y 
excelencia, sino de una alar-
ma institucional que exige 
reforzar con urgencia los ci-
mientos éticos y estructura-
les del sistema judicial, antes 
de que la excepción erosione 
la regla y el descrédito sea la 
normalidad.

Cuando se erosiona la con-
fianza en el poder judicial, lo 
que está en juego no es solo 
la reputación de jueces o tri-
bunales. Lo que peligra es la 
garantía misma de nuestros 
derechos. Porque si el judicial 
deja de ser impoluto, si deja 
de ser un contrapeso real, en-
tonces desaparece el último 
bastión de protección frente 
a los abusos de poder. Y cuan-
do eso ocurre, ya no hay dere-
cho, solo fuerza.

Por eso, hoy más que nun-
ca, el sistema judicial chileno 
debe reformarse con valen-
tía y transparencia. Urge re-
pensar los mecanismos de 
nombramiento de jueces, 
establecer controles eficaces 
frente al tráfico de influencias 
y asegurar que el principio 
de probidad no sea solo una 
consigna ética, sino una exi-
gencia institucional irrenun-
ciable. La historia se encarga 
de demostrar que la mayoría 
de las veces la democracia no 
se derrumba de golpe: se oxi-
da y hueva desde sus pilares. 
Y el judicial, hasta ahora uno 
de los más firmes en nuestra 
historia institucional, mues-
tra hoy señales preocupantes 
de corrosión y no nos pode-
mos resignar a ello.

La minería, uno de los pi-
lares históricos de la econo-
mía chilena, está experimen-
tando una transformación 
que va mucho más allá del 
aumento o caída del precio 
del cobre. Hoy, el sector está 
atravesado por dos fuerzas 
que están redefiniendo sus 
operaciones: la digitaliza-
ción y la sostenibilidad. Y con 
ello, también se redefine el 
rol de las aseguradoras, que 
ya no solo ofrecen cobertura 
ante imprevistos, sino que se 
convierten en socios en es-
tratégicos para gestionar los 
nuevos riesgos del siglo XXI.

Según datos de la Socie-
dad Nacional de Minería 
(Sonami), se proyecta que 
en 2025 el sector aportará 
más del 10% del PIB nacio-
nal y generará cerca de 900 

¿Crisis en el Poder 
Judicial chileno?
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mil empleos directos e indi-
rectos. Esta magnitud econó-
mica hace evidente cualquier 
amenaza o interrupción. Esta 
magnitud económica hace 
evidente que cualquier ame-
naza o interrupción en sus 
procesos puede tener conse-
cuencias sistemáticas. Y en 
ese sentido, los riesgos están 
cambiando. Ya no se trata 
solo de maquinaria pesada, 
fallas eléctricas o accidentes 
en el terreno. Hoy, la automa-
tización de faenas introduce 
amenazas invisibles, como 
ciberataques capaces de pa-
ralizar una operación entera, 
e incluso causar daños físicos 
si los sistemas de control son 
vulnerables.

Como anunciamos a nues-
tros clientes, un ataque digi-
tal podría quedar fuera de 
las coberturas tradicionales 
como Property o Equipo 
Móvil, lo que hace urgente 
repensar las pólizas y ade-
cuarlas a esta nueva realidad. 
La ciberseguridad, que hasta 
hace poco era una preocu-
pación típica de bancos o 
empresas tecnológicas, se 
vuelve ahora indispensable 
también para el mundo mi-
nero.

Al mismo tiempo, las exi-

gencias ambientales están 
subiendo el estándar. Las 
operaciones que no se adap-
tan a normativas más estric-
tas podrían enfrentar altos 
costos por sanciones, daños 
reputacionales o litigios. Por 
ello, las coberturas en res-
ponsabilidad ambiental tam-
bién están cobrando un pro-
tagonismo inédito, obligando 
a las aseguradoras a ofrecer 
productos más especializa-
dos y predictivos.

No se trata solo de cubrir 
siniestros, sino de prevenir, 
asesorar y acompañar a las 
empresas en la gestión in-
tegral de sus riesgos. Viento 
Sur Seguros ha entendido 
esta nueva lógica, incorpo-
rando servicios que van des-
de protecciones cibernéticas 
hasta asesoría para cumpli-
miento ambiental. Su modelo 
deja en claro que el futuro del 
seguro en minería está en la 
capacidad de anticiparse.

La minería seguirá siendo 
uno de los motores de Chile. 
Pero su sostenibilidad de-
penderá de cuán preparados 
estén todos los actores para 
enfrentar estos nuevos esce-
narios. Y en ese camino, las 
aseguradoras tienen mucho 
que decir.

ciparse, de poner frenos, 
de entender con quién te 
estás metiendo antes de 
firmar un contrato. No se 
trata de andar con miedo, 
pero sí con criterio. Como 
lo haría cualquier padre o 
madre de familia.

Si la palabra “complian-
ce” resulta demasiado 
compleja, sustituyamos 
el término por “control”, 
“gestión de riesgos” o 
simplemente “hacer las 
cosas bien”. Pero debe im-
plementarse, pues hoy en 
Chile no hacerlo ya no es 
una opción; implica expo-
nerse.
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